Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 34 minutos) 


- La Comisión de Hacienda del Senado de la República tiene mucho gusto en recibir al Centro de Navegación, a los efectos de 
referirse al artículo 66 de la Ley N* 17.555. 


SEÑOR BAUBETA.- Agradecemos a la Comisión la posibilidad de exponer nuestra posición con respecto al artículo 66 de la Ley 
de Reactivación Económica. 


Supongo que los señores Senadores están en conocimiento de la exposición que realizamos en la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas, donde nos sugirieron que compareciéramos aquí. Igualmente, paso a detallar lo más relevante, que es lo que justifica 
nuestra iniciativa de derogación del mencionado artículo. 


La fijación de precios máximos a las agencias marítimas no tendrá ningún efecto de reactivación del comercio exterior del país, 
dada su baja incidencia en la cadena de costos. Por el contrario, crea un elemento de incertidumbre en la operativa portuaria. En el 
comercio exterior hay decenas y decenas de instituciones públicas y privadas que intervienen en la cadena de costos, y el artículo 
referido faculta al Poder Ejecutivo a fijar precios a un único partícipe de dicha cadena. A nuestro juicio, la ley otorga a los agentes 
marítimos una posición que no ejercen y el único fundamento de esa medida es un desconocimiento del tema. Los agentes 
marítimos, además de cobrar por los servicios que prestan a la carga, cobran fletes por cuenta de los armadores internacionales, 
los cuales se componen de un flete básico y diversos recargos que forman parte del contrato final del transporte y del precio final 
del flete. 


De acuerdo con las expresiones del señor Ministro de Economía y Finanzas en la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Diputados, no se pretende regular los fletes internacionales, sino lo que cobran las agencias marítimas, sobre todo en la 
exportación. Para información de los señores Senadores, lo que cobra un agente marítimo a la carga de exportación es U$S 36,50 
más IVA por contenedor. O sea que, básicamente, la facultad del Poder Ejecutivo apuntaría a controlar esa carga. Sucede que el 
artículo 66 crea un estatuto de mayor favor y de alto beneficio para los restantes intervinientes que no han sido regulados. Si no 
hay contrato directo entre un agente marítimo y un exportador o importador, el intermediario puede no reflejar en el precio final la 
rebaja impuesta por el Poder Ejecutivo; entonces, el hipotético beneficio se desvanecería entre los intervinientes, sin llegar a 
cumplir el beneficio que el Poder Ejecutivo quiere aplicar. 


La iniciativa de este artículo surgió del Presidente de la Administración Nacional de Puertos, ingeniero Agustín Aguerre, y no del 
Directorio, pues este tema nunca fue tratado a nivel del Directorio. Tampoco el punto fue discutido con el Centro de Navegación, a 
pesar de que históricamente este Centro ha tenido con todos los Directorios de la Administración Nacional de Puertos una 
excelente relación, trabajando en forma conjunta y ejemplar como, por ejemplo, con la Ley de Puertos que tiene diez años de 
vigencia. 


Increíblemente, este tema nunca fue considerado ni planteado por la Administración Nacional de Puertos al Centro de Navegación; 
por lo tanto, nosotros desconocíamos el tema y nos enteramos de él cuando se aprobó en el Senado. Posteriormente, en 
declaraciones públicas al diario "El Observador", el ingeniero Aguerre dijo que las tarifas de las agencias marítimas no son 
desmesuradas. Asimismo, expresa que se trata solamente de una herramienta que espera no tener que usar como Administración 
Nacional de Puertos. Hay estudios en dicha Administración que demuestran la baja incidencia del agente marítimo en la cadena de 
costos. De las declaraciones del ingeniero Aguerre, se desprende que uno de los órganos competentes que nombra el decreto es la 
Administración Nacional de Puertos, que es juez y parte en la operativa portuaria, como socio privado en la explotación de la 
terminal de contenedores. Esto crea un elemento de incertidumbre pues, según la Ley de Puertos, debe darse una libre 
concurrencia para una sana competencia. Si solamente se buscó una facultad para utilizar en casos extremos -tal como expresó el 
ingeniero Aguerre en las referidas declaraciones- la herramienta ya existe, y no para un agente, sino para todos, sin preferencias, lo 
cual es mucho más justo y está establecido en la norma de defensa de la competencia y en sus decretos reglamentarios. 


Luego de nuestra comparecencia en la Comisión de Transporte y Obras Públicas, tuvimos acceso a la versión taquigráfica de la 
sesión en la que se aprobó este artículo en esta Comisión de Hacienda. La discusión parlamentaria y la investigación posterior que 
nosotros realizamos confirman que el artículo fue votado sobre el análisis de un estudio comparativo del Puerto de Montevideo con 
el Puerto de Amberes, que contiene gruesísimos errores. En la Comisión se expresó que en cuanto a los precios del área de las 
agencias marítimas, la relación de costos de Montevideo supera en 200% al de Amberes. En dicha sesión hay una intervención del 
señor Senador Michelini en la que expresa que es muy difícil comparar Montevideo con Amberes por su relación de volumen. 
Abstrayéndonos de ese comentario y teniendo en cuenta que hemos tenido acceso parcial a ese estudio comparativo -contamos 
solamente con una hoja de él- debo decir que a las agencias marítimas se les adjudican cinco ítems de costos, de los cuales cuatro 
no pertenecen a ellas. A saber, se incluye THC, que son gastos terminales en el Puerto de Montevideo, con U$S 130, pero eso es 
parte del flete internacional, o sea, forma parte de lo que el armador cobra dentro del flete básico, más los recargos que recién 
expuse. O sea que el agente marítimo lo cobra, no por su cuenta sino por cuenta del armador. El ElF, "Equipment Investment 
Factor", es un cargo que el estudio reconoce que nació y cobró el operador portuario. No tiene nada que ver la agencia marítima. El 
Operador portuario hace un par de años hizo una inversión de tres grúas móviles y al subir los costos creó este factor de inversión 
que le cobraba a los buques, y después los armadores lo pusieron dentro de su flete. Entonces, si el agente marítimo lo cobra es 
por cuenta del armador, y el agente marítimo nunca tuvo que ver en este cargo. 


"Logistic fee" es un recargo de flete que se cobra por cuenta del armador y está en la planilla con U$S 24 de incidencia. Luego, los 
gastos de administración figuran con un costo de U$S 24. El mismo estudio reconoce que lo cobra el operador portuario. O sea que 
están totalizando U$S 206, en los que nada tiene que ver el agente marítimo. El único cargo que realmente corresponde es el 
servicio de agencia a la carga que lo llaman Emisión/transferencia de BL -conocimiento de embarque- que en exportación, como 


dije anteriormente, es U$S 36,50 más IVA. Es decir que se le adjudica a la agencia marítima U$S 251, cuando realmente percibe 
como ingresos propios U$S 36 más IVA. Es lo que pudimos analizar de la discusión del artículo que hubo en esta misma Comisión. 


Por último, quería expresar que en la discusión parlamentaria se menciona que en la operativa del Puerto de Montevideo, así como 
en el resto de la actividad económica del país, no existen precios máximos establecidos por el Poder Ejecutivo, salvo en servicios 
concesionados, que son precios que se estipulan en el momento en que se emiten los pliegos licitatorios. Lo que sí existe -y el 
ingeniero Aguerre quería tener una herramienta similar para las agencias marítimas- es lo que establece el artículo 7* de la Ley de 
Puertos N* 16.246, que dispone: "El Poder Ejecutivo velará para que aquellos servicios que se presten en régimen de libre 
concurrencia se efectúen en condiciones tales que efectivamente la garanticen, reservándose en todo caso el derecho a fijar tarifas 
máximas para tales servicios." 


Esta facultad, en los diez años de vigencia de la Ley de Puertos, nunca fue necesario aplicarla para ningún tipo de actividad: carga, 
descarga, estiba, desestiba, remolques, amarradores, etcétera. Jamás el Poder Ejecutivo tuvo que utilizar esta potestad. La norma 
sí tenía justificación en el momento en que se impuso porque se salía de un régimen monopólico del Estado a un régimen liberal. 
Era un cambio tan violento que podía determinar la formación de monopolios u oligopolios privados que podían afectar la 
competitividad del comercio exterior. Esto no se dio y se pasó, de un día para otro -antes de la fecha de vigencia prevista por la ley- 
a un régimen de sana competencia a todo nivel, que hoy perdura, en una revolución pacífica, ejemplo uruguayo para puertos 
americanos. 


Por ello, ponemos a consideración del Parlamento que se declare que los servicios prestados por las agencias marítimas a las 
personas físicas o jurídicas se rijan por las normas de defensa a la competencia y sus decretos reglamentarios, por los artículos 13 
a 15 de la Ley N* 17,243, del 29 de junio de 2000, de los artículos 157 y 158 de la Ley N* 17.296, del 21 de febrero de 2001, y su 
decreto reglamentario N* 86/001, del 28 de febrero de 2001 y modificativos que puedan existir, y se derogue el artículo 66 de la Ley 
de Reactivación Económica N* 17.555, del 18 de setiembre de 2002. 


Esta es mi posición. 


SEÑOR COOPER.- Venimos a apoyar al Presidente del Centro de Navegación. Compartimos sus palabras y ya anteriormente 
hemos estado conversando con los señores Senadores Michelini, Astori y Brause así como con algunos Diputados. Es decir que 
muchos de los señores Legisladores ya conocen nuestro punto de vista, por lo que no quisiera insistir mucho más. Por lo tanto, 
todo lo expuesto por el señor Presidente, que queda registrado en la versión taquigráfica, es nuestra posición en general. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero realizar dos preguntas y espero que la contestación sea breve en razón de que tenemos un orden del 
día bastante sobrecargado: primero, me gustaría saber si tomaron contacto con el Presidente de la Administración Nacional de 
Puertos y si se va a aplicar o no esta facultad que el Parlamento otorgó, y segundo, si en la legislación comparada, en algún otro 
país latinoamericano se aplica algo parecido. 


SEÑOR BAUBETA.- Con respecto a la primera pregunta, nosotros, después de tomar conocimiento de la media sanción, tuvimos 
una audiencia con el Directorio en pleno de la Administración Nacional de Puertos - si mal no recuerdo, fue el 19 de setiembre- en 
la cual el Presidente dijo que era una iniciativa propia y no había sido considerada por los demás miembros. También nos manifestó 
lo que ya dije anteriormente, que era una herramienta que él quería tener, similar a la que figura en la Ley de Puertos para el tema 
operadores portuarios y que esperaba que nunca fuera usada. 


Con respecto a la pregunta de si existe algo parecido en otros puertos regionales, debo decir que personalmente no conozco que 
exista ni en los puertos de la Argentina, del Brasil ni de Chile. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Si nadie más hace uso de la palabra, agradecemos la presencia de la 
delegación del Centro de Navegación, quienes seguramente nos dejarán un material para poder estudiar en detalle su situación. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro de Navegación) 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Continua la sesión. 


La Mesa quiere informar que por razones obvias, hoy no tenemos la presencia, como quisiéramos y estaba pactado, del señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR MICHELINI.- Deseo referirme a un tema de ordenamiento del trabajo de la Comisión. Pienso que sería bueno enviar la 
versión taquigráfica de esta sesión al Directorio de la Administración Nacional de Puertos. A su vez, creo que deberíamos tener su 
opinión por lo que habría que invitarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Alberto Heber).- Entiendo que, además de recibir al Presidente de la Administración Nacional de 
Puertos, deberíamos invitar también a la Unión de Exportadores. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, también habría que enviarles la versión taquigráfica, ya que es por el mismo tema. 


Por otro lado, hace algunas semanas se me comunicó que estaba instalada la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
integrada con la de Hacienda por el tema de la Caja de Profesionales Universitarios. Como presido la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social, por consiguiente también presido la integrada. Naturalmente, esa Comisión se tiene que citar y lo 
hemos hecho para el martes próximo a efectos de ordenar el trabajo. Hay delegaciones que han pedido concurrir a esa Comisión; a 
su vez, se llegó a un acuerdo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios y el Poder Ejecutivo -que 
también tuvo una modificación, pero en acuerdo- por lo que, independientemente de que luego les llegará la citación en forma 
administrativa, me pareció importante comunicarles que tenemos previsto reunirnos el martes próximo a las 11 y 30 horas a los 
efectos de ordenar el trabajo. Seguramente, eso nos llevará media hora, pero sería bueno que todos concurriéramos. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


